Derechos Fundamentales. Parte General

Explicaciones Terminológicas


Hay varias nociones de dogmática jurídica para explicar esta materia y muchas veces se las hace sinónimos y se las hace responder a una mismo noción, lo cual no es así. Los derechos fundamentales son una forma particular de concebir los derechos.

Derechos naturales


Noción clásica que tiene su origen en la antigüedad, recogida luego por autores tomistas.

Supone que hay derechos previos a la institución del poder político que pueden atribuirse a la persona. Se trata de un derecho previo y de jerarquía superior al derecho positivo. 

Se descubren estos derechos por la razón, es decir, el análisis racional nos permite identificar y reconocer estos derechos. En el naturalismo después de la reforma se acentúa más el racionalismo, tanto así que aparece un iusnaturalismo no religioso.

Estos derechos se imponen a las normas de derecho creado y son un límite a la acción del derecho positivo. En el origen del derecho constitucional esta noción tiene mucha importancia tanto en USA con Francia. La mayoría de los constitucionalistas clásicos se basan en nociones de derecho natural.


Esta idea se critica porque es difícil usar hoy en día una noción racionalista para explicar el derecho constitucional. Los que hoy usan el concepto lo asocian a la decisión más racional, la racionalidad práctica, más que a un derecho revelado (John Finnis). Además hay implícito un elemento racionalista que prescinde de la historia y de la realidad social para identificar los derechos naturales.

Derechos Humanos


Cumple en cierto modo en el s. XX, la función que tenía en el s. XVII la noción de derecho natural. Al igual que la anterior ha generado una retórica política a su alrededor. Surge históricamente en la declaración de DDHH de 1948, en particular bajo la influencia de Eleanor Roosevelt y otros que quisieron ampliar la idea que estaba presente en la Declaración de derechos del hombre y del ciudadano”, incorporando otros derechos y personas como titulares, pues antes no figuraban los niños y mujeres.


Tienen la función, al igual que los derechos naturales, de ser la base de la legitimidad del orden político. El problema que hubo con los derechos naturales fue que con ellos no quedaba tan claro su compromiso constitucionalista pues conviven con nociones de monarquías absolutas, adquieren este carácter con fuerza sólo en los siglos XIX y XX. Surgen como una base de legitimidad política, con un carácter originario.

Son un límite para el ejercicio del poder de los sujetos de derecho internacional. Hay un sujeto obligado más preciso, el Estado. Aunque no se piensa que se pueda recurrir ante un tribunal internacional por parte de un particular para demandar a un Estado o un particular.

Surgen unidos a la idea de dignidad de la persona humana. Los derechos humanos son una pretensión moral fuerte que debe ser atendida por los gobiernos y la sociedad para hacer una vida humana más digna. Permite a una persona y a un gobierno, incluso dictatorial, que reconozca, garantice y ampare los derechos humanos.


Tienen un progresivo reconocimiento en el derecho positivo a partir de la declaración de 1948. Los derechos humanos, incluso son reconocidos por las constitucionales. Pero este doble carácter (nacional e internacional) hace que la noción sea difícil de utilizarse en el derecho constitucional ¿cómo conectamos los derechos humanos con los derechos constitucionales? A partir de la respuesta a esta interrogante nace la idea de derechos fundamentales.

Libertades Públicas – Individuales


La idea de libertades públicas nace un Francia de la mano de la Revolución de 1789. El autor del concepto es conocido como Chautebriand, quien identifica la noción de libertades públicas con cierto tipo de derechos constitucionales, aquellos derechos de autonomía, que no incluyen los derechos de participación ni los económicos – sociales, pues se vinculan a un ejercicio individual. Estos son los denominados derechos de primera generación.


Esta idea tiene un compromiso con determinados derechos, los derechos característicos del individualismo liberal, tiene implícito el mensaje de que habrían derechos más importantes que otros.


El problema de este concepto es que inicialmente habría servido como forma de legitimación del gobierno de Napoleón III, para luego transformarse intelectualmente en un concepto no imperial, sino repuclicano y radical-revolucionario.

Derechos Subjetivos Públicos


Corresponde a una discusión doctrinaria alemana del s. XIX y el término surge con Windschield, Ihering, Thon, Jellinek, etc.


Tiene una correspondencia con la noción francesa de libertades públicas o derechos individuales. Son los derechos que tiene el individuo para limitar el poder de las autoridades y funcionarios.


La diferencia entre los derechos públicos subjetivos y los derechos fundamentales, es que los primeros no consideran los derechos de participación y enfatizan su efecto vertical.

Derechos Constitucionales


Es la idea que recoge nuestra Constitución. Consiste en identifica con el texto positivo constitucional los derechos fundamentales. Es la noción presente en Amunátegui. No habrían más derechos constitucionales que los que hay en la Constitución.

Los derechos fundamentales por el contrario reconocen derechos que no existen en el texto constitucional, pero que son de “jerarquía” similar o superior por relacionarse con ellos.


Las nociones analizadas hasta el momento, aunque tienen un origen político diverso, tienen un parentesco ideológico. Adoptan una teoría individualista de los derechos pues se excluyen los derechos de participación y los derechos económicos y sociales; es decir, seleccionan unos derechos y excluyen otros.


Se identifican con el liberalismo del s. XIX y son una forma de pensar los derechos constitucionales que nos es insuficiente, pero que no es completamente inútil.

Garantías Constitucionales


Esta noción implica que los verdaderos derechos son aquellos que se pueden considerar garantizados, aquellos respecto de los cuales tenemos acción para exigir su respeto.


Sin embargo, la garantía de los derechos constitucionales tal como explica Amunátegui no es la única función que cumple el reconocimiento de los derechos fundamentales. De acuerdo con Amunátegui existen tres maneras de garantizar los derechos: mediante recursos o acciones judiciales, el establecimiento del derecho de petición en términos generales o incluso mediante la fiscalización del parlamento.


Hay tres funciones que cumple el reconocimiento de los derechos constitucionales:

1.- Garantizarlos

2.- Restringirlos.

3.- Reglamentar su ejercicio.


Frente a la afirmación de que “los derechos que no están garantizados mediante el recurso de protección no existen”, tenemos que decir lo siguiente:

1.- Siempre está disponible el recurso de inaplicabilidad, el cual abarca además los derechos que se integran mediante el Art. 5 inc. 2º.

2.- Es posible pensar que la garantía está abierta también respecto de cada uno de los derechos por medio del derecho de petición.

3.- Los órganos políticos garantizan los derechos mediante el ejercicio de las facultades de fiscalización.


Con el aporte de Amunátegui, podemos definir garantía como la existencia de alguna forma de hacer efectivo el derecho, para hacerlo, hay varias formas. En otras palabras, el sistema de garantías va más allá de sólo poder deducir una acción.


Si tenemos una concepción individualista, entonces un derecho que no da la posibilidad de deducir una acción es como sino existiera. Sin embargo, actualmente esta concepción no se conlleva con el funcionamiento dentro de la orgánica estatal chilena.

Derechos Morales


Esta noción es mucho más actual que las anteriores. Se identifica con las obras de Ronald Dworkin y Carlos Nino. Tiene un parentesco con las nociones de derecho público subjetivo, derecho individual y con el iusnaturalismo, pues enfatiza que estos derechos representan una inmunidad de los individuos frente al Estado, aunque no necesariamente se identifican con los derechos de primera generación.

Se diferencia del iusnaturalismo en cuanto no necesariamente estos derechos morales se identifican con una deducción racional, sino que esencialmente constituyen logros políticos, una acumulación de triunfos del individuo frente al Estado.

Los derechos morales son escudos que se esgrimen frente al poder político, incluso frente a la democracia. La mayoría democrática no tendría derecho a traspasar esta barrera.

Son derechos que todas las personas en cuanto entes morales tienen titularidad para exigir su respeto. 

Se han formulado como críticas a esta noción el que no se hace cargo del derecho positivo vigente, así como también ignora la historia en cuanto realidad social. Asimismo, no se ve por qué derechos morales y derechos de autonomía personal tendrían que identificarse, es decir, ¿los derechos que exigen una prestación del Estado, no son derechos morales?

Principios y Valores Constitucionales/Fundamentales

La doctrina constitucional trata de construir una teoría de los derechos que vincule la idea de principios, reglas y normas e incluso valores constitucionales (vgr. Alexy).

Los principios surgen del sistema jurídico y podemos distinguirlos de las reglas de derecho. En el Derecho no sólo existen normas que definen una conducta y su sanción o dan competencia, sino que podemos encontrar también principios (Dworking). Estos se caracterizan porque tienen un grado de generalidad mayor y porque entrar en colisión con otro, no se anulan sino que se aplican según el peso específico de cada uno de acuerdo al caso en cuestión.


Una vez que aceptamos que el Derecho es más que normas, es decir incluye principios, tenemos dos posibilidades:


1º Los reconvertimos como normas, los transformamos en mandatos de optimización dirigidos a funcionarios para someter sus actos normativos a los estándares de los principios fundamentales.


2º Les damos desde el punto de vista de los enunciados normativos, una estructura propia.

¿Que son los valores constitucionales? En la explicación de Alexy, son la ordenación de principios según un criterio axiológico. Cuando sistematizamos los derechos fundamentales tenemos normas donde podemos encontrar disposiciones, es decir, texto. Lo que se está buscando en él son los enunciados normativos. A partir del ordenamiento sistemático de ellos, podemos encontrar derechos y deberes correlativos que a su vez se inspiran en principios.


Alexy y todos los que trabajan en la dogmática constitucional, a diferencia de otras áreas más específicas, recurren al problema de identificar principios y valores fundamentales. En otras áreas más específicas las normas han alcanzado tal densidad que no es necesario recurrir a principios. Por la problemática misma de la dogmática constitucional se recurre constantemente a principios y valores. Una posición extrema constituye la de sostener que toda la dogmática constitucional pude reducirse a principios o valores prescindiendo de normas o reglas.


Desde nuestro punto de vista no hay interpretación constitucional sin recurrir a los principios y valores fundamentales, pero ¿para qué recurrir a valores o principios complejos cuando tenemos valores que son mucho más simples y que se encuentran directamente en el texto constitucional, como dignidad, libertad, igualdad y democracia?

¿Cuál es la relación de justicia con los valores fundamentales. Es un resultado de una determinada forma de utilizar los valores jurídicos. La justicia es la principal virtud de todo sistema político y social, la cual se logra mediante un sistema de libertades e igualdades, que constituirían los valores básicos del sistema.

Para Rawls un sistema será justo cuando en él los valores de libertad e igualdad tengan la mayor extensión posible, de manera que estén abiertos para todos. De esto se derivan dos cuestiones:

Principio de la libertad: la solución es contradictoria, pues en la medida que intentamos extender el sistema resulta más difícil asegurarlo para todos.

Principio de la diferencia: toda diferencia de poder o riqueza sólo se justifica cuando va en favor de las personas menos aventajadas.

La idea de la justicia está vinculada con los valores de igualdad y libertad, de manera que no es algo diferente o independiente de ellos.


Ahora, bien ¿Cómo identificamos los principios y valores que pertenecen al sistema?

1.- Tiene que haber algún asidero en el texto.

2.- Hay que tratar de reflexionar sobre las propias convicciones.

Derechos Fundamentales


Los derechos fundamentales son aquellos derechos y libertades protegidos por normas constitucionales y/o del sistema regional de derechos humanos o internacionales.


Los derechos fundamentales no son fundamentales por responder a una concepción filosófica, sino por responder a algo más que a la constitución..

Los derechos fundamentales se diferencian de los constitucionales porque admiten como fuente el derecho internacional. Significan la aceptación de un derecho supra constitucional, es decir, la constitución tiene una vinculación directa con el Derecho internacional. Esta noción no está presente en Amunátegui, ni en ninguno de los autores de Derecho Constitucional

Los derechos fundamentales se construyen dogmáticamente a partir de varias disposiciones de la Constitución (Art. 1, 5, 13 y 19).

Aportes de la doctrina de Gabriel Amunátegui


Hay ciertas ideas en la concepción de Amunátegui (aunque responde a la noción de Derechos Constitucionales), que nos sirve para aplicar la noción de derechos fundamentales al Derecho chileno.

1.- El núcleo de los derechos fundamentales es la armonía entre los individuos y el Estado, son el centro del constitucionalismo.

2.- El objetivo del reconocimiento positivo de los derechos es heterogéneo, incluso su reconocimiento no hace una diferencia tan radical. Después de todo, en el silencio de la ley, se los puede ejercer libremente.


El reconocimiento en el texto constitucional puede tener diferentes objetivos:

a.- Garantizarlos.

b.- Regularlos.

c.- Restringirlos y/o suspenderlos.

3.- La clasificación que hace de los derechos constitucionales es aplicable hoy. La simplicidad de la explicación es similar a la de los primeros autores de Derecho Constitucional (vgr. Mora).


Distingue entre igualdades y libertades.

1. Igualdades

a. Igualdad ante la ley.

b. Igualdad ante la justicia.

c. Igualdad en las cargas públicas

d. Igualdad ante la opción a cargos públicos.

e. Derecho a la vida

f. Derecho a la salud

g. Derecho a la educación

h. Derecho a la seguridad social

i. Derecho a la no discriminación económica

2. Libertades

a. Materiales

i. Libertad personal.

ii. Inviolabilidad del hogar.

iii. Libertad de trabajo.

iv. Derecho de propiedad.

b. Intelectuales

i. Libertad de pensamiento.

ii. Libertad de enseñanza.

iii. Libertad de conciencia y culto.

iv. Libertad de prensa.

v. Libertad de reunión.

vi. Libertad de asociación.

vii. Derecho a petición.

viii. Libertad de sindicación.

El derecho a vivir en un medioambiente libre de contaminación podemos subsumirlo en un derivado del derecho a la vida, a la salud o una forma de restricción al derecho de propiedad. A juicio de este curso se trataría de una igualdad intergeneracional.

El núcleo esencial de los derechos. En verdad no es un derecho fundamental, sino una garantía de todos los derechos fundamentales.

Aportes de la doctrina de Louis Favoreau

1.- Los derechos fundamentales tienen fuentes internacionales. Están protegidos-regulados, por normas constitucionales y/o internacionales (estas pueden ser regionales o universales).

2.- No existe jerarquía entre los derechos fundamentales. Todos los derechos tienen la misma “jerarquía”. El origen de la confusión en Chile tiene que ver con casos jurisprudenciales (vgr. Caso Martorell) y nociones doctrinarias pontificias. La jerarquía entonces no está en la Constitución ni en el Derecho internacional, sino que en la doctrina, la cual ha sido aceptada por la jurisprudencia.

3.- Los derechos fundamentales se diferencian de las libertades públicas.


En cuanto la protección que brindan: las libertades públicas protegen contra el ejecutivo; los derechos fundamentales protegen contra el ejecutivo, el legislativo y el judicial.


En cuanto al efecto que producen: las libertades públicas tienen efecto vertical; los derechos fundamentales tienen efecto vertical y horizontal.


En cuanto al órgano jurisdiccional involucrado: las libertades públicas son amparadas por la justicia administrativa y civil; los derechos fundamentales son amparados por órganos especiales como el tribunal constitucional y las cortes internacionales.


En cuanto a los titulares de los derechos: las libertades públicas restringen la titularidad; los derechos fundamentales tienen titularidad amplia, no sólo los “habitantes” o “ciudadanos”, sino que también los extranjeros, las personas jurídicas y morales, etc.


Llaman la atención ciertas imprecisiones de Favoreau que debemos aclarar:

Dice que en USA sólo se protegen los derechos de primera generación, pero existe basta evidencia de lo contrario. En USA la jurisprudencia constitucional ha reconocido derechos de forma activa (derechos sociales), como por ejemplo en Brown v/s Board of Education.
En la jurisprudencia norteamericana más reciente hay una concepción de la libertad de expresión con un status activo o incluso positivo. La libertad de expresión se considera funcional al debate público democrático y requiere de una intervención activa que no sólo obliga al Estado, sino también a los privados.

Algo similar podemos encontrar en la jurisprudencia constitucional chilena respecto del fenómeno de la franja política. 

4.- La naturaleza de los derechos fundamentales. Favoreau considera que sólo son derechos fundamentales aquellos susceptibles de ser reclamados judicialmente. De esta manera distingue los derechos fundamentales de los derechos naturales.

5.- Garantía subjetiva y objetiva. Los derechos fundamentales implican una garantía subjetiva y objetiva.


Garantía subjetiva: protegen intereses particulares y son exigibles por los individuos.


Garantía objetiva: son parte fundamental del ordenamiento jurídico; revisten el carácter de indisponibles.

6.- Clasificación de los derechos fundamentales. Favoreau usa la clasificación de Jellinek. Esta clasificación reconoce en la relación entre individuo y Estado, tres categorías:

· Status positivo: implican la realización de ciertas prestaciones por el Estado.

· Status activo: implican la realización de los derechos en particular por el individuo.

· Status negativo: implican esfera de no intervención para el Estado.

· Status pasivo: implican la prohibición del ejercicio de un derecho por el Estado.

7.- Garantías de fondo y de forma.

1. Garantías de fondo

a. Aplicación directa. La Constitución sirve para definir decisiones jurídicas concretas, obliga directamente a los órganos del Estado y a los particulares (Art. 6 CPR).

b. Reserva de competencia legislativa. El legislador está obligado a tomar él mismo las decisiones en el ámbito de los derechos fundamentales. Sólo la ley puede regular estos derechos (Art. 19 Nº 26).

c. Contenido esencial. La ley no puede menoscabar la esencia de los derechos fundamentales, no puede afectar su núcleo.  Los derechos son reglamentados por la ley, pero no pueden ser anulados por ella (Art. 19 Nº 26).

d. Excepcionalidad de la suspensión o restricción. Sólo puede hacerse por la vía de normas constitucionales de excepción que requieren de ciertas condiciones especiales para aplicarse (Art. 41).

e. Los procedimientos de reforma de los derechos fundamentales son reforzados, en cuanto tienen requisitos más difíciles de cumplir. Se exige un grado mayor de consenso político.

2. Garantías de forma

a. Generales. Protegen todos los derechos. En nuestro Derecho corresponden al recurso (acción) de inaplicabilidad, el control de TC y el control de la Contraloría General de la República.

b. Específicas. Protegen sólo determinada clase de derechos. En nuestro Derecho corresponden a los recursos (acciones) de amparo y protección, amparo económico, reclamación de nacionalidad.

8.- Titulares. Los derechos fundamentales implican una titularidad amplia. En Chile abarca tanto a personas naturales y jurídicas; nacionales y extranjeros.

9.- Deudores. Los derechos fundamentales no obligan sólo a los órganos del Estado (autoridades de todo tipo), sino que hay fórmulas por las cuales una persona puede ser obligada a cumplir los derechos fundamentales. 


Sin embargo, hay una densidad técnica del Derecho Común que no puede ser ignorada. Ni puede pasarse por alto las soluciones civiles, penales, procesales, etc.

10.- Límites. En el desenvolvimiento de la práctica constitucional, existe la necesidad de solucionar conflictos entre derechos fundamentales, para lo cual se deben fijar límites. Ante este problema, como hemos dicho, los derechos fundamentales no se anulan, sino que deben conciliarse.

Solución de conflictos entre derechos fundamentales


En general existen dos formas de solucionar los conflictos entre derechos fundamentales. Una total e intuitiva y otra parcial y razonada.

Tesis de solución total e intuitiva


Es total pues por una parte, todos los conflictos se resuelven del mismo modo de acuerdo a la jerarquía establecida y, por la otra, todos los órganos deben resolver el conflicto del mismo modo.


Es intuitiva en primer lugar porque las convicciones personales juegan un papel muy importante, tanto, que ni siquiera se entra en una discusión en cuanto a la fundamentación. En segundo lugar porque el Derecho Constitucional se concibe como encerrado en sí mismo, no se hace cargo del Derecho Comparado o la jurisprudencia. Excepcionalmente en su versión más compleja trata de sustentarse en las actas originales, los tratados internacionales o la jurisprudencia, pero sin éxito.

Tesis de solución parcial y razonada


Es parcial pues por una parte, no existe un patrón conforme al cual se resuelvan todos los conflictos y, por la otra, no se cree que todos los órganos deban resolver del mismo modo los conflictos, se pone el acento en la clase de control que se ejerce y del tipo de recurso o acción que se trate.


Es razonada en primer lugar porque las convicciones personales se hacen explícitas y se entra en la discusión jurídico filosófica. Supone una carga argumentativa superior para el juez, pero no necesariamente menos confianza en él. En segundo lugar porque jamás se acepta una forma que no tenga en cuenta a la jurisprudencia o el Derecho Comparado.

Técnicas de Solución de conflictos


Delimitación. Consiste en la identificación de la zona de conflicto entre los derechos. Es un trabajo de disección y análisis.


Ponderación. Una vez identificada la zona de conflicto se “pesa” cuál es la forma de satisfacer un derecho y afectar el otro, teniendo en cuenta que nunca puede abrogarse un derecho fundamental, pues tenemos la cláusula del núcleo esencial y la vinculación directa.


Balance. Se trata de encontrar un equilibrio entre los derechos, en su correcta satisfacción y afectación recíproca.


El conflicto entre derechos puede presentarse prima facie, es decir, del sólo análisis del as disposiciones que los regulan y reconocen; o bien, en su aplicación al caso concreto.


Niveles de escrutinio. Consisten en reglas de control especiales para ciertas formas de afectar los derechos, se trata de niveles de control constitucional diferentes según las materias en particular que se llame a decidir al tribunal.

Derechos Fundamentales. Parte Especial

El Derecho a la Vida


“La Constitución asegura a todas las personas El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona” (Art. 19 Nº 1 inc. 1º). 


Este derecho ha sido interpretado de manera muy amplia en la jurisprudencia. Verdugo se refiere a que se protegería por ejemplo: la vida psíquica y biofisiológica de las personas naturales y  la integridad corporal, por lo tanto, no alcanza a las personas jurídicas; de amenazas anónimas a tal punto que los tribunales han ordenado vigilancia policial; las prestaciones médicas en forma de subsidios; la interrupción del suministro eléctrico cuando este afecta la integridad psíquica; la atención médica aún cuando se exija cheque en garantía y este no se otorgue; el traslado de un funcionario de un lugar de trabajo a otro cuando afecte se integridad física; la Contraloría General de la República para los efectos de otorgar los beneficios de la Corporación de Reparación consideró a la persona por nacer como un titular de derechos susceptible de ser reconocidos por la CPR.


“La ley protege la vida del que está por nacer” (Art. 19 Nº 1 inc. 2º). Se trata de un mandato constitucional (un mandato de optimización). La doctrina se inclina a sostener que no prohíbe el aborto, pero tampoco reconoce un derecho constitucional al aborto. Se trata de una deferencia del Derecho Constitucional hacia la discusión científica en este aspecto. Esta disposición debe necesariamente relacionarse con el Art. 4.1 PSJCR.


“La pena de muerte sólo podrá establecerse por delito contemplado en ley aprobada con quórum calificado” (Art. 19 Nº 1 inc. 3º). La pena de muerte fue derogada del CP por la ley 19.734, aunque subsiste en el Código de Justicia Militar. En relación con el Art. 4.2 y 4.3 del PSJCR debe señalarse que la pena de muerte sólo puede aplicarse por los delitos más graves y no puede extenderse en su aplicación (es decir, ahí donde ha sido derogada no puede restituirse).


“Se prohíbe la aplicación de todo apremio ilegítimo” (Art. 19 Nº 1 inc. 4º), en relación con el Art. 5.1 y 5.2 PSJCR.

Igualdad ante la ley


“La Constitución asegura a todas las personas la igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupos privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley.  


“Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias” (Art. 19 Nº2).


Esta materia debe relacionarse con el Art. 6 y 24 del PSJCR. Además está en concordancia con los siguientes artículos de la CPR: Art. 1 inc. 1º y 3º; Art. 15, 18; Art. 19 Nº 3, 10, 20, 21, 22; Art. 98 inc. final.

El curso se remite totalmente a RUIZ-TAGLE VIAL, Pablo. “Apuntes sobre la igualdad constitucional en Chile”. Revista jurídica de la Universidad de Palermo. 2000. Pág. 19 a 48.

Igualdad ante la justicia.

La Igualdad y el Derecho Procesal


“La Constitución asegura a todas las personas la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos” (Art. 19 Nº 3 inc. 1º).

Una de las tesis subyacentes a la explicación que haremos es que los derechos no se garantizan por su reconocimiento sustancial, sino principalmente por su protección procesal (jurisdiccional y administrativamente).


“Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado, si hubiere sido requerida. Tratándose de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, este derecho se regirá en lo concerniente a lo administrativo y disciplinario, por las normas pertinentes de sus respectivos estatutos” (Art. 19 Nº 3 inc. 2º).


El derecho a la defensa jurídica y el derecho a la libre intervención del letrado está exceptuada respecto de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, quienes tienen este derecho regulado por sus estatutos especiales y no por la ley general (ver LOC 18.849 y LOC 18.861). Nos referiremos a esta disposición más adelante, pero por el momento baste decir que no se considera razonables una distinción de este tipo que por lo demás parece ser contraria al espíritu de la igualdad.


“La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos” (Art. 19 Nº 3 inc. 3º).


Aquellos sujetos que no pueden procurarse por sí mismos el acceso a la justicia serán proveídos por el Estado. Este derecho se expresa en la creación de un aparato administrativo y la actividad de la sociedad civil en el aseguramiento de la asistencia judicial (como por ejemplo mediante la Corporación de Asistencia Judicial, las Clínicas Jurídicas de las Universidades y otras iniciativas).


“Nadie puede ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que le señale la ley y que se halle establecido con anterioridad por ésta” (Art. 19 Nº 3 inc. 4º).


Esta disposición es una de las expresiones del principio de la legalidad del tribunal (ver Art. 73 y 74 CPR). Está protegido por el Art. 20 (RP).


“Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos” (Art. 19 Nº 3 inc. 5º). 


El derecho al debido proceso contempla garantías específicas que se desarrollan en tratados internacionales como el PSJCR en su Art. 8. En el derecho anglosajón el debido proceso tiene un contenido sustantivo expresado originariamente en la  Carta Magna, en el derecho chileno tiene un contenido procesal.

La Igualdad y el Derecho Penal


Esta rama del derecho supone un conflicto con la Constitución. El Estado, titular del ius punendi, selecciona un catálogo de conductas realizables por los ciudadanos que acarrean como sanción una restricción a los derechos fundamentales.


En el Estado de Derecho, el Derecho Constitucional limita el ius punendi mediante los principios de legalidad, culpabilidad y proporcionalidad.

Principio de culpabilidad

“La ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal” (Art. 19 Nº 3 inc. 6º).


Sólo puede haber aplicación de pena cuando haya necesidad y oportunidad de pena. Esta materia debe necesariamente relacionarse con el Art. 8.2 PSJCR.


Se está exigiendo:

1. La identificación de un agente.

2. La existencia de imputación subjetiva entre el agente y el resultado, prevista por la norma.

3. La conciencia de ilicitud, es decir, es una excepción a la presunción de derecho de conocimiento de la ley (Art. 8 CC).

Principio de proporcionalidad


El legislador debe emplear los medios menos lesivos para la libertad en la consecución de sus fines.


En el derecho comparado se reconoce expresamente, en nuestra Constitución podemos verlo en disposiciones como el Art. 1 inc. 1º, 19 Nº 2 y 7.

Principio de legalidad


“Ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley favorezca al afectado” (Art. 19 Nº 3 inc. 7º). Reconoce la irretroactividad de la ley penal.


“Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella” (Art. 19 Nº3 inc. 8º). Reconoce la tipicidad del delito.


Establece obligaciones tanto para el juez como para el legislador. Para el juez en la aplicación de la pena, su fundamentación sólo puede basarse en la ley y debe atenerse al tenor literal de la ley, por lo tanto no puede aplicar la analogía ni la interpretación extensiva. También prohíbe la retroactividad de la ley penal, a menos que la ley posterior sea más favorable al imputado. A nivel de tratados internacionales es un deber aplicar al norma posterior más favorable (Art. 9 PSJCR)


Para el legislador, existe un mandato de determinación de la norma penal en virtud del cual debe describir la conducta punible de manera expresa y completa.

Derecho a la honra


“La constitución asegura a todas las personas el respeto y protección a la vida privada y pública y a la honra de la persona y de su familia” (Art. 19 Nº 4 inc. 1º, en relación con el Art. 11 PSJCR)


El reconocimiento de este derecho es una innovación respecto de la CPR 1925. Este derecho responde a una lógica propia de la CPR vigente. Se agrega a propuesta del ex Presidente de la República Jorge Alessandri Rodríguez (1958-1964) en el seno del Consejo de Estado, quien había sido gravemente por el trato de la prensa.


La idea de la protección del honor había estado presente en las primeras constituciones, pero es difícil justificar hoy día cuál es el sentido que tiene. Está en tensión con el Art. 1º inc. 1º: en una sociedad democrática no hay personas más dignas que otras. La única forma en que esta dignidad puede ser afectada es por los propios actos que por su naturaleza pueden llevarse al debate público. No podría menoscabarse la dignidad de una persona mediante su exposición sin que existe una base en la propia conducta de la persona. Una vez que una persona por sus acciones o por sus dichos traslada algo de su zona privada a la pública no puede reclamar que vuelva a ella.

Derechos reconocidos

1.- Respeto y protección de la vida privada. Responde a la idea del derecho a estar solo, a que no nos molesten dentro de una esfera de la intimidad. Se relaciona con un contexto de medios de comunicación cada vez más invasivos. En el derecho norteamericano hay dos casos emblemáticos en este sentido: Griswold v/s Connecticut y Rode v/s Wade.

2.- Respeto y protección de la vida pública. Es una disposición muy difícil de entender, significaría que hay ciertas personas que están en la vida pública y que deben ser tratadas con respeto. La manera democrática de entenderlo sería asumir que se trata de una idea de civismo respetuoso de la esfera pública. La jurisprudencia no ha podido aplicar la disposición de una manera consistente.

3.- Respeto y protección a la honra de la persona y su familia. Significa que el trato debe ser igualmente respetuoso para todos, incluso para los delincuentes. 

Incidencia de esta disposición en la libertad de expresión

1.- “La infracción de este precepto, cometida a través de un medio de comunicación social, y que consistiere en la imputación de un hecho o acto falso, o que cause injustificadamente daño o descrédito a una persona o a su familia, será constitutiva de delito y tendrá la sanción que determine la ley.” (Art. 19 Nº 4 inc. 2º, primera parte)


Es un mandato al legislador penal para que regule el delito de difamación, queda aún la discusión sobre si sería necesario regular especialmente la infracción a esta disposición o si bastarían las normas comunes que sancionan las injurias y calumnias.

2.- Exceptio veritatis. “Con todo, el medio de comunicación social podrá excepcionarse probando ante el tribunal correspondiente la verdad de la imputación” (Art. 19 Nº 4 inc. 2º, segunda parte)


Se trata de una construcción jurisprudencial que se desarrolló bajo la vigencia de la CPR 1925 y que se recogió en la CPR vigente. Fue usada en su época para exonerar a políticos o periodistas para no detener el debate público.


Contraexcepción. “a menos que ella – la afirmación verdadera - constituya por sí misma el delito de injuria a particulares.”

3.- Responsabilidad solidaria. Además, los propietarios, editores, directores y administradores del medio de comunicación social respectivo serán solidariamente responsables de las indemnizaciones que procedan” (Art. 19 Nº 4 inc. 2º, en relación con el Art. 14 PSJCR)


Se ha sancionado civilmente conjuntamente a todos los sujetos que podrían estar involucrados para así indemnizar a la persona afectada.

Derecho a la inviolabilidad del hogar y de las comunicaciones privadas


“La Constitución asegura a todas las personas la inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación privada. El hogar sólo puede allanarse y las comunicaciones y documentos privados interceptarse, abrirse o registrarse en los casos y formas determinados por la ley” (Art. 19 Nº 5).


Podemos encontrar una protección similar dentro del Derecho continental en la Constitución Francesa, en la cual se tutela la protección de la casa familiar. En el Derecho anglosajón existen antecedentes tanto en la Carta Magna como en el Bill of Rights.


En la C.Pol.’25 se protegía la inviolabilidad del hogar junto con el derecho a la privacidad.


“Hogar” es un concepto amplio, se identifica con lugares privados. Se ha sostenido que  incluye también el lugar de trabajo. Se acepta que con la palabra hogar la constitución se está refiriendo a un recinto privado, no necesariamente la vivienda.


Esta protección tiene como excepción la existencia de una orden judicial y que la intervención se realice conforme a la ley (vgr. el allanamiento a que se refiere el CPP en el Art. XX )


En cuanto a qué es lo que significan las comunicaciones privadas existe una discusión doctrinaria, principalmente a partir del caso Piñera c. Mattei. La jurisprudencia ha distinguido entre comunicación por cable y comunicación por satélite, donde sólo la primera sería una comunicación privada. De todas formas la jurisprudencia ha sido muy tentativa en estas materias. Baste señalar que debe tenerse en cuenta la problemática tecnológica.


Este derecho está protegido por el Art. 20 relativo al recurso de protección.

Libertad de conciencia y de culto


En la obra de Rawls la noción de conciencia se vincula con los intereses morales, religiosos y filosóficos de una persona.


La libertad de conciencia sería entonces la posibilidad de que las personas tengan resguardado su fuero interno. También se protegería un ámbito de la libertad política, es decir, no sólo el ámbito religioso, como ha sido entendido por la jurisprudencia.


En la historia constitucional chilena hemos pasado por cuatro etapas. Una primera bajo la C.Pol. 1833 y su Art. 5º que establecía la religión católica como la religión oficial con la exclusión del ejercicio de cualquier otra. En segundo lugar una ley interpretativa de la constitución de 1856 reconoce el ejercicio privado de otras religiones. En un tercer momento, se dictan las leyes laicas de 1884 con las cuales se le resta toda la trascendencia en el Derecho Privado a la Iglesia Católica. Finalmente con la C.Pol. 1925 se establece directamente la libertad de culto. En su texto no se reconocía la libertad de conciencia, sino de “creencia”, de manera que la vinculación religiosa era más clara.


Aún cuando se pasó a una tolerancia, esta no es tal, por ejemplo en la ley 19.638 no se reconocía el derecho que tenían en principio todas las iglesias a las exenciones tributarias, pues el Art. 19 Nº 3 inc. 3º la establece sólo respecto de los bienes inmuebles destinados “exclusivamente” al culto, lo que no siempre ocurre como en el caso de los mormones.


Rawls realiza un aporte importante en el sentido de que considera que la libertad de conciencia exige asimismo la igualdad de conciencia. Todos deben ser libres de poder cumplir sus obligaciones morales.


En Chile la jurisprudencia se ha visto enfrentada a solucionar conflictos de este derecho con el derecho a la vida, específicamente en el caso de testigos de Jehová que se han negado a recibir transfusiones de sangre por motivos religiosos. En este sentido la C. Ap. de Copiapó, innova respecto de las demás soluciones jurisprudenciales dando un argumento razonado y aplicando la ponderación.

Derecho a la libertad y seguridad personal

1.- Libertad Personal


Libertad es facultad natural de un hombre de obrar de una manera y otra (Diccionario RAE). Se refiere a  la libertad de movimiento. La idea subyacente es la de autodeterminación (física).


Jurídicamente la libertad personal se la conoce como libertad de locomoción, ambulatorio o de desplazamiento (Art. 19 #7 letra a)).

Limitaciones

1. Obligación de residencia de los jueces en la ciudad en que ejerzan su función (Art. 311 COT). También respecto de los funcionarios públicos (Art. 474 COT).

2. Autorización para salir del país (Art. 49 C.Pol.) por parte del Senado para que se ausente por más de 30 días el Presidente de la República. También los miembros de las cámaras, por cada una de ellas o el presidente de ellas, para ausentarse por más de 30 días.

3. Arraigo: existen dos clases.

a. Autónomo: el juez puede decretarlo cuando estima que puede eludir la justicia (hasta 60 días)

b. Consecuencial o de pleno derecho: orden de detención, de prisión preventiva o aún cuando se goce de libertad condicional  o alguna medida alternativa. 

4. Penas restrictivas de libertad

a. Confinamiento: obligación de residir forzosamente en un determinado lugar en el extranjero.

b. Extrañamiento: expulsión de la persona al país que elija en el extranjero.

c. Relegación: se impone al individuo la obligación de vivir en una ciudad del territorio nacional (no es lo mismo que la relegación administrativa).

d. Destierro: prohibición de residir en la república.

5. Estados de excepción constitucional: restricciones a la libertad de locomoción

2.- Seguridad Individual


Conjunto de garantías que se establecen para que no sea restringida en su legítimo ejercicio la libertad personal. 

I.- Garantía Genérica

Art. 19, nº 7, letra b): Sólo puede restringirse en los casos autorizados por la constitución y las leyes. Habla de perturbación y privación, relacionar con el recurso de amparo.

II.- Formalidades

Art. 19, nº 7, letra c): Formalidades de la detención.

a. Orden de funcionario público expresamente facultado por la ley.

b. La orden debe ser intimada en forma legal.

Funcionarios públicos autorizados por la ley para ordenar la detención o arresto.

1. El juez de la causa: juez que lleva el sumario.

2. Intendente regional o gobernador provincial

a. Crímenes contra el Eº.

b. Tráfico de estupefacientes.

c. Falsificación de monedas.

3. Agentes de policía

a. Ante un delito flagrante.

b. Respecto de una persona que ha sido condenada a pena privativa de libertad y que ha quebrantado su condena.

c. Detenido o preso que se fuga (sujeto procesado, no condenado).

4. Cualquier persona

a. Delincuente sorprendido en delito flagrante. Dentro del plazo de 24 horas debe recurrir al juez competente (ponerlo a disposición del juez).

5. Los alcaldes: cuando cree que puede ser burlada la función de la justicia. Las circunstancias en que procede se señalan taxativamente.

6. Todo tribunal aunque no ejerza jurisdicción criminal: cuando en la sala de audiencia de su despacho se ha cometido un crimen o simple delito.

7. Jueces de letras y cualquier juez en lo criminal: que realice las primeras diligencias del sumario.

8. Presidentes de la mesa receptora de sufragio: desempeñan una función pública encomendada por la ley (se trata de una opinión doctrinaria del profesor Juan Figueroa).

Reforma Procesal penal

1. Juez de garantía (pues se suprime el juez del crimen). Garantiza o cuida las garantías del procedimiento. La ordena a solicitud del ministerio público.

2. Cualquier juez aunque no ejerza competencia en materia criminal si dentro de la sala de su despacho se cometiere un crimen o simple delito.

3. Cualquier persona: respecto de los delitos flagrantes. Dentro de las 24 horas, debe ser conducido al ministerio público o ante al juez de garantía).

4. Agente de policía, tratándose de delitos flagrantes (se repite lo dicho anteriormente)

Aspectos novedosos

1. No aparecen los fiscales como facultados.

2. Desaparece la facultad de los intendentes, gobernadores y alcaldes para ordenar la detención (sólo se autoriza por ley especial).

III.- Plazos de la detención


La autoridad que ejecuta la medida dentro de las 48 horas siguientes deberá dar aviso al juez competente poniendo a su disposición al afectado (24 horas en el caso de delito flagrante).


Cuando el sujeto queda a disposición del juez competente, el juez, por resolución fundada puede ampliar este plazo por cinco días.


En el caso de delitos terroristas, puede extenderlo hasta por 10 días.


* Se priva de libertad por un breve tiempo.


Cuando el sujeto es detenido, puede

1. Quedar en libertad por falta de méritos.

2. Quedar en libertad condicional.

3. Quedar sometido a proceso.

IV.- Lugares de detención


Nadie puede ser arrestado o detenido, sujeto a prisión preventiva o preso, sino en su casa o  en lugares públicos destinados a este objeto. (art. 19 # 7.d).

Aspectos de esta garantía


Deben existir condiciones mínimas de salubridad e higiene en los lugares de retensión (Art. 21 de Reglamento Penitenciario).

Deberes de los funcionarios encargados de los lugares de detención.


No se puede recibir a nadie en calidad de arrestado, detenido, procesado o preso sin dejar constancia de la orden correspondiente emanada de autoridad que tenga esa facultad legal en un registro público (Art. 19 #7.d inc. 2º).


Encontrándose incomunicado, el detenido siempre puede comunicarse con el encargado del establecimiento (Art. 19 #7 inc. 3º 1ª parte).


Debe transmitir al juez competente (siempre que el detenido lo requiera) la copia de la orden de detención o a reclamar para que se le de dicha copia, o a dar él mismo un certificad de hallarse aquél individuo, si al tiempo de su detención se hubiere omitido este requisito.

V.- Libertad Provisional


Es necesario precisar primero dos estados procesales: “detenido” y “procesado”.

El juez que instruye un sumario podrá decretar la detención cuando concurran las siguientes circunstancias: (Art. 255 CPP).

1. Establecer la existencia de un hecho que presente los caracteres de delito.

2. El juez tenga fundadas sospechas para cree que la persona ha tenido participación como autor, cómplice o encubridor.

El auto de procesamiento debe cumplir con los siguientes requisitos:

1. Que el juez haya interrogado al inculpado (declaración indagatoria).

2. Que esté justificada la existencia de delito.

3. Que existan presunciones fundadas para estimar que el inculpado ha tenido participación en el delito como autor, cómplice o encubridor.

El beneficio de libertad provisional se da tanto al detenido como al procesado. Merecen tener un trato de inocente mientras no se demuestre su culpabilidad por sentencia firme y ejecutoriada.

i.- Definición


Medida en beneficio del procesado o preso, consistente en suspender los efectos de una detención o prisión preventiva anteriormente decretada.

ii.- Características


Se inspira en el principio de inocencia: el detenido debe ser tratado como inocente mientras no se demuestre su culpabilidad en una sentencia (principio básico).


Emana de una resolución judicial (voluntad jurisdiccional).


Es un derecho con rango constitucional (Art. 19 # 7.e) y está armonizado por los tratados internacionales (tiene jerarquía internacional también).


Siempre procede la libertad provisional por que es un derecho, las excepciones las fija la C.Pol.

1. Cuando el juez considera que la detención es necesaria para la investigación.

2. Cuando peligre la seguridad del ofendido.

3. Cuando peligre la seguridad de la sociedad.

La ley debe establecer los requisitos o modalidades para obtenerla (remisión al CPP Arts. 356 y sgtes). El Art. 356 señala que la libertad provisional es un derecho de todo detenido o preso y podrá ser ejercido siempre. El inciso segundo señala que la prisión preventiva sólo durará el tiempo necesario para el cumplimiento de sus fines (es sólo medida de aseguramiento que no implica condena). El inciso 3º sostiene que el detenido o preso será puesto en libertad en cualquier estado de la causa en que aparezca su inocencia.

Todos los funcionarios que intervinieren en un proceso están obligados a dilatar lo menos posible la detención de las inculpados y.....

Cuando procede la libertad provisional se exige una caución o fianza, ésta vería según el tipo de delito.

iii.- Denegación de la libertad provisional


Sólo puede denegarse por resolución fundada en antecedentes calificados del proceso, cuando la detención o prisión preventiva sea estimada indispensable por el juez para:

1. El éxito de las diligencias precisas y determinadas de la investigación.

2. Cuando la libertad del imputado resulta peligrosa para la sociedad. El CPP indica cuáles son según:

a. Gravedad de la pena asignada al delito.

b. Número de delitos que se le imputan y el carácter de ellos.

c. Existencia de procesos recientes (vulnera el principio de la inocencia).

d. Encontrarse sujeto a alguna medida cautelar personal (citación, detención, prisión preventiva, arraigo), sujeto a libertad condicional o gozando de alguno de los beneficios de ley 18.216 que contiene medidas alternativas al cumplimiento de penas restrictivas de libertad:

i. Remisión condicional de la pena.

ii. Reclusión nocturna.

iii. Libertad vigilada.

e. Existencia de condenas anteriores cuyo cumplimiento se encuentra pendiente.

3. Cuando la considera peligrosa para la seguridad de la víctima.

iv.- Régimen de Apelación


Denegada la libertad provisional, se puede apelar a ésta resolución. Se deduce este recurso en el acta de notificación de la resolución que deniega la libertad provisional, el ministro deja XXXXX  si se conforma o apela y deja registro en el expediente con la firma del procesado. No se suspende el procedimiento (se concede con efecto devolutivo).


Cuando se concede la libertad provisional se eleva en consulta para que un tribunal provisional la revise (como si se tratara de apelación).

v.- Normas generales

1. Se puede pedir y otorgar en cualquier estado del juicio (Art. 364 CPP).

2. La solicitud debe ser resuelta a más tardar dentro de unas 24 horas siguientes a su presentación (Art. 365 CPP).

3. La resolución que decrete o deniegue la libertad provisional y la que fije la fianza pueden ser reformadas de oficio o a petición de parte durante todo el curso de la causa (Art. 366 CPP).

vi.- Excarcelación en delitos calificados de conductas terroristas


Antes los procesados por estos delitos no podían optar  a este beneficio, desde 1991 sí pueden, pero cumpliendo con requisitos especiales:

1. Siempre la resolución que la concede debe elevarse en consulta.

2. La resolución que concede la libertad provisional y la apelación es conocida por el tribunal de alzada (C.Ap.), sólo con ministros titulares.

3. La resolución que apruebe o deniegue debe ser acordada por unanimidad.

4. Mientras dure la libertad provisional el procesado quedará sometido a la vigilancia de la autoridad.

vii.- Reforma Procesal Penal


El principio básico en ella es tener un proceso acorde con el Estado democrático. Se reconocen los siguientes principios:

1. Principio de indemnización (Art. 4 NCPP).

a. In dubio pro reo (la duda favorece al reo). La sentencia es dictada con plena certeza de la actuación de la persona.

b. Carga de la prueba: el acusador debe probar la culpabilidad del imputado (Ministerio Público). 

c. Trato de inocente (Art. 150 NCPP). El imputado será tratado como inocente en todo momento.

2. Derecho a la libertad (Art. 150 NCPP)

a. No hay auto de procesamiento se reemplaza por la formalización de la instrucción (Art. 229 NCPP). Consiste en la comunicación del fiscal al imputado en presencia del juez de garantía de que se realiza en su contra una investigación por uno o varios procesos.

b. En el NCPP es una medida autónoma y excepcional

i. Regla General = Libertad.

ii. Excepción = Prisión preventiva.

Derecho a vivir en un medioambiente libre de contaminación
.


“La Constitución asegura a todas las personas el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Es deber del Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza.


La ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente”. (Art. 19 Nº 8, en relación con: Art. 20 inc. 2º, ley 19.300 de Bases Generales del Medio Ambiente y su reglamento).


Verdugo considera a este derecho una extensión del derecho a la vida, mientras que otros, una extensión del derecho a la salud; aún otros lo integran como parte de los derechos sociales.


Ninguna constitución chilena anterior lo consideraba. En su establecimiento, hubo una discusión en cuanto a cómo incorporarlo en la CPR (la discusión se centró en un análisis económico), pues se trata de un derecho cuya realización tiene un costo muy alto.


El reconocimiento de este derecho implica que ninguna persona tiene derecho a utilizar los recursos naturales de manera que suponga el deterioro de esos recursos para el resto de los ciudadanos. Implica también una igualdad intergeneracional. La garantía no es a la ausencia de contaminación, sino a un nivel óptimo de contaminación.


Podría pensarse que la cláusula del 19 Nº 8 está de más, porque se asegura la función social de la propiedad en el 19 Nº 24, pero no necesariamente la colisión de derechos se dará entre el derecho de propiedad y el derecho a vivir en un medioambiente libre de contaminación, sino que ambos pueden entrar en conflicto con otros derechos. Por ejemplo, existe un potencial conflicto entre el 19 Nº 8 con el 19 Nº 21 (derecho a la libre actuación económica).


En cuanto a Recurso de Protección, sólo es procedente cuando podemos imputar la afectación a autoridad o persona determinada y tiene la acción u omisión tiene que ser ilegal y además arbitraria (Art. 20 inc. 2º). En el autoacordado que regula la tramitación del RP se extiende al plazo para interponer el recurso en el caso de contaminación.


En la actualidad con la existencia de la ley 19.300 existe un complejo sistema de acciones legales, derivadas del mandato constitucional de velar por el ejercicio de este derecho y la protección de la naturaleza.


Caso Chañaral con Codelco. Se demandó a Codelco por los desechos que depositó en la bahía de Chañaral. Lo que importaba en este caso era toda una historia de contaminación. En este caso la Corte adoptó una posición activa.


Las medidas que la jurisprudencia ha adoptado van desde la paralización de trabajos a la regulación del modo en el cual se realizan ciertas actividades.


Si bien el derecho a vivir en un medioambiente libre de contaminación siempre es considerado un derecho de tercera generación, no es un derecho de “segunda categoría”. En la concepción amplia de las garantías y estructura diferenciada de los derechos que se ha estado defendiendo, es un derecho que significa una acción positiva del Estado.

Derecho a la protección de la salud


“La Constitución asegura a todas las personas el derecho a la protección de la salud.


El Estado protege el libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo.


Le corresponderá, asimismo, la coordinación y control de las acciones relacionadas con la salud.


Es deber preferente del Estado garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se presten a través de instituciones públicas o privadas, en la forma y condiciones que determine la ley, la que podrá establecer cotizaciones obligatorias.


Cada persona tendrá derecho a elegir el sistema de salud al que desee acogerse, sea éste estatal o privado
”. (Art. 19 Nº 9).


La CPR protege la salud bajo un concepto amplio, ya sea física o psicológica. Lo que se está protegiendo es la libertad y la igualdad respecto del derecho a la salud.


Este deber del Estado no se puede delegar.


El Estado mediante la creación de agencias estatales asegura un mínimo de igualdad y libertad en la protección de la salud.


El RP sólo protege el derecho a elegir el sistema de salud, lo que ha llevado a que para lograr la protección de los demás aspectos del derecho se recurra al derecho a la vida, a la igualdad, e incluso al derecho de propiedad.

Derecho a la educación y libertad de enseñanza

� En los números 8, 9, 10 y 11 del Art. 19 se encuentra el núcleo de los derechos sociales.


� Este último inciso está protegido por el Art. 20 inc. 1º.
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